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SERVICIOS JURÍDICOS

Informe emitido a petición de la Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra acerca de si las medidas suspensivas de la aplicación de diversos preceptos de la Ley de Promoción de la Autonomía Personal y Atención de las personas en situación de dependencia establecidas en la Ley 17/2012, de 27 de Diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013, vulneran las competencias de la Comunidad Foral de Navarra, y sobre la posibilidad de que la Cámara pueda adherirse a los recursos de inconstitucionalidad interpuestos por otras instituciones en esta materia.

Pamplona, 5 de Julio de 2013.

Los Servicios Jurídicos de la Cámara tienen el honor de elevar a la Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra el siguiente

INFORME

Acerca de si las medidas suspensivas de la aplicación de diversos preceptos de la Ley de Promoción de la Autonomía Personal y Atención de las personas en situación de dependencia establecidas en la Ley 17/2012, de 27 de Diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013, vulneran las competencias de la Comunidad Foral de Navarra, y sobre la posibilidad de que esta Cámara pueda adherirse a los recursos de inconstitucionalidad interpuestos por otras instituciones en esta materia.

I.ANTECEDENTES

1.- El grupo Parlamentario Socialistas de Navarra solicitó el 20 de marzo de 2013 la emisión de un informe jurídico, con la intención de recurrir la suspensión estatal de la legislación sobre dependencia, dado que podría vulnerar las competencias de la Comunidad Foral de Navarra.

2.- La Junta de Portavoces, en sesión celebrada el 25 de marzo de 2013, acordó solicitar a los Servicios Jurídicos la emisión de un informe acerca de si las medidas suspensivas de la aplicación de diversos preceptos de la Ley de Promoción de la Autonomía Personal y Atención de las personas en situación de dependencia establecidas en la Ley 17/2012, de 27 de Diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2013, vulneran las competencias de la Comunidad Foral de Navarra y sobre la posibilidad de que esta Cámara pueda adherirse a los recursos de inconstitucionalidad interpuestos por otras instituciones en esta materia.

3.- La realización de este informe fue encargada a la que suscribe el 22 de abril de 2013. Su elaboración se ha tenido que retrasar por el importante volumen de trabajo y la disminución de efectivos de los Servicios Jurídicos de la Cámara que han tenido lugar en los últimos meses y  porque también se han tenido que elaborar otros informes que, aunque habían sido solicitados con posterioridad  al que nos ocupa, se consideraron prioritarios, todo ello siguiendo las instrucciones dadas al efecto por el Letrado Mayor, en funciones, y con su pleno conocimiento.

4.- La disposición adicional octogésima cuarta de la Ley 17/2012, de 27 de Diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013 suspende, durante 2013, la aplicación de los siguientes preceptos de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia ( en adelante, LPAP), en los términos siguientes:

“Suspensión de la aplicación de determinados preceptos de la Ley 39/2006, de 14 de Diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia.

Durante 2013 se suspende la aplicación del artículo 7.2, del artículo 8.2.a), del artículo 10, del artículo 32.3, párrafo primero, y de la disposición transitoria primera de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia”.

La Ley 17/2012, de 27 de Diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2013 fue publicada en el Boletín Oficial del Estado número 312, de 28 de Diciembre de 2012.

Los artículos y la disposición de la LPAP cuya aplicación se ha suspendido para 2013 son los siguientes:

a) El apartado 2º del artículo 7 sobre niveles de protección del sistema que establece lo siguiente:

“2º El nivel de protección que se acuerde entre la Administración General del Estado y la Administración de cada una de las Comunidades Autónomas a través de los Convenios previstos en el artículo 10”.

b) La letra a) del apartado 2º del artículo 8 en el que se regulan las funciones del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia:

“ a) Acordar el Marco de cooperación interadministrativa para el desarrollo de la Ley previsto en el artículo 10.”

c) El artículo 10 que establece la cooperación entre la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas:

“1. En el seno del Consejo Territorial del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas acordarán el marco de cooperación interadministrativa que se desarrollará mediante los correspondientes Convenios entre la Administración General del Estado y cada una de las Comunidades Autónomas.

2. A través de los Convenios a los que se refiere el apartado anterior, la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas acordarán los objetivos, medios y recursos para la aplicación de los servicios y prestaciones recogidos en el Capítulo II del presente Título, incrementando el nivel mínimo de protección fijado por el Estado de acuerdo con el artículo 9.

3. En aplicación de lo previsto en el apartado anterior, el Consejo Territorial del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia establecerá los criterios para determinar la intensidad de protección de cada uno de los servicios previstos en el Catálogo, y la compatibilidad e incompatibilidad entre los mismos, para su aprobación por el Gobierno mediante Real Decreto.

4. Los Convenios establecerán la financiación que corresponda a cada Administración para este nivel de prestación, en los términos establecidos en el artículo 32 y en la disposición transitoria primera de esta Ley, así como los términos y condiciones para su revisión. Igualmente, los Convenios recogerán las aportaciones del Estado derivadas de la garantía del nivel de protección definido en el artículo 9.”

d) El apartado 3, párrafo primero, del artículo 32 que regula la financiación del Sistema por las Administraciones Públicas:

“3. En el marco de cooperación interadministrativa previsto en el artículo 10, los Convenios que se suscriban entre la Administración General del Estado y cada una de las administraciones de las Comunidades Autónomas determinarán las obligaciones asumidas por cada una de las partes para la financiación de los servicios y prestaciones del Sistema. Dichos Convenios, que podrán ser anuales o plurianuales, recogerán criterios de reparto teniendo en cuenta la población dependiente, la dispersión geográfica, la insularidad, emigrantes retornados y otros factores, y podrán ser revisados por las partes.”

e) La Disposición Transitoria primera que regula la participación en la financiación de las Administraciones Públicas:

“Durante el período comprendido entre el 1 de enero de 2007 y el 31 de diciembre de 2015, y para favorecer la implantación progresiva del Sistema, la Administración General del Estado establecerá anualmente en sus Presupuestos créditos para la celebración de los convenios con las administraciones de las Comunidades Autónomas de acuerdo con el artículo 10 de esta Ley.”

5.- La disposición cuadragésima de la Ley 2/2012, de 29 de junio (publicada en el Boletín Oficial del Estado número 156 de 30 de junio de 2012) ya había suspendido para 2012 la aplicación de los mismos preceptos y de la disposición que constituyen el objeto de este informe.

6.-La LPAP regula las condiciones referidas a la promoción de la autonomía personal y la atención a las personas en situación de dependencia para lo cual crea un Sistema para la Autonomía y Atención a la dependencia (SAAD). 

La ley fue aprobada por las Cortes Generales al amparo del título competencial previsto en el artículo 149.1.1ª CE según el cual el Estado ostenta competencia exclusiva para  “la regulación  de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos lo españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales (disposición final 8ª de la LPAP).

Como se expone en su exposición de motivos, entre las razones que motivaron la aprobación de la ley se encontraba, entre otras, “…La necesidad de garantizar a los ciudadanos y a las propias Comunidades Autónomas, un marco estable de recursos y servicios para la atención a la dependencia y su progresiva importancia lleva ahora al Estado a intervenir en este ámbito con la regulación contenida en esta ley, que la configura como una nueva modalidad de protección social que amplía y complementa la acción protectora del Estado y del Sistema de la Seguridad Social”.
En dicha exposición se recuerda lo dispuesto en los artículos 49 y 50 de la Constitución a los que posteriormente se hará referencia, y se incide en la idea de que por la propia naturaleza del objeto de la ley se “..requiere un compromiso y una actuación conjunta de todos los poderes e instituciones públicas por lo que la coordinación y cooperación con las Comunidades Autónomas es un elemento fundamental…” para lo cual se establecen “…una serie de mecanismos de cooperación entre la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas, entre los que destaca la creación del Consejo Territorial del Sistema en cuyo seno “…deben desarrollarse, a través del acuerdo entre las administraciones, las funciones de acordar un marco de cooperación interadministrativo, la intensidad de los servicios del catálogo, las condiciones  y la cuantía de las prestaciones económicas…” entre otras.

Con la aprobación de la ley se trata, “…pues, de desarrollar, a partir del marco competencial, un modelo innovador, integrado, basado en la cooperación interadministrativa y en el respeto a las competencias….”.
Por tanto la ley implanta un modelo basado en los principios de coordinación y cooperación administrativa para lo cual crea el Consejo Territorial del Sistema que está integrado por representantes de la Administración General del Estado (en adelante, AGE) y de las Comunidades Autónomas (en adelante, CCAA). La ley regula también el régimen financiero del Sistema estableciendo las aportaciones que corresponden al Estado y a las CCAA (y a los usuarios).

La LPAP contempla, en su artículo 7, tres niveles de protección del Sistema: el mínimo establecido y financiado por la AGE, en aplicación del artículo 9 de la ley; el acordado entre la AGE y las CCAA  a través de los convenios previstos en el artículo 10 de la ley y el nivel adicional que pueden establecer las CCAA con cargo a sus respectivos presupuestos.

Los preceptos cuya aplicación se ha suspendido para los años 2012 y 2013 regulan el segundo nivel de protección: el acordado entre el Estado y las CCAA.


7.- La LPAP contiene una disposición Adicional segunda sobre el régimen aplicable a los sistemas de Concierto y Convenio que establece lo siguiente:

“La financiación de los servicios y prestaciones del Sistema en la Comunidad Autónoma del País Vasco y en la Comunidad Foral de Navarra que corresponda, según lo previsto en el artículo 32 de esta Ley, a la Administración General del Estado con cargo a su presupuesto de gastos se tendrá en cuenta en el cálculo del cupo vasco y de la aportación navarra, de conformidad con el Concierto Económico entre el Estado y la Comunidad del País Vasco y con el Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra , respectivamente”.


8.- Antes de proceder a abordar el análisis jurídico solicitado resulta conveniente hacer referencia a diversos antecedentes relacionados con el objeto de este informe.


1º.- Con fecha 16 de febrero de 2007 la que suscribe emitió, a petición de la Junta de Portavoces, un informe jurídico, sobre la constitucionalidad de la LPAP, en el que concluía que sus previsiones  respetaban las competencias de la Comunidad Foral de Navarra (en adelante, CFN), también en lo que al ámbito intermedio o acordado de protección del SAAD se refiere.


2º.- El Pleno del Parlamento de Navarra, en sesión celebrada el día 1 de marzo de 2007 acordó, sin embargo, interponer recurso de inconstitucionalidad contra varios de los artículos de la LPAP y, expresamente, en lo que afecta al contenido de este  informe, contra los artículos 8.2.a) y 10 de la LPAP.


El recurso de inconstitucionalidad (nº 2313/2007) fue interpuesto el 13 de marzo de 2007. En el escrito de interposición se solicitó la declaración de inconstitucionalidad de los citados artículos 8.2.a) y 10, y por conexión, al amparo de lo dispuesto en el artículo 39.1 de la Ley orgánica 2/1979, de 3 de Octubre, del Tribunal Constitucional ( en adelante LOTC), la de los artículos 7.2 y 32.3, por infringir todos ellos los artículos 149.1.1ª y 156 y la disposición adicional primera de la CE, así como los artículos 40, 44.17 y 18, 45, 64 y 65 de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra ( en adelante, LORAFNA).


En el recurso se exponía que la LPAP condiciona y mediatiza el poder financiero de gasto de la CFN, tradicionalmente regulado por el sistema de Convenio Económico (artículo 45 LORAFNA) limitando ilegítimamente sus competencias sobre Asistencia Social, especialmente sus artículos 10.4 y 32.3 ( y concordantes). Se argumentaba también que siendo la “Asistencia Social” y por tanto la atención a la dependencia, una materia de competencia exclusiva de la CFN, los convenios instituidos en la LPAP además de incurrir en limitación ilegítima de la autonomía financiera de Navarra se ponían al servicio de una recuperación por el Estado de competencias que no le corresponden en materia de asistencia social menoscabando las que sobre dicha materia ostenta la CFN, resultando por ello inconstitucionales, entre otros, los artículos 7.2, 10 y 32.3 de la LPAP. Se afirmaba en el recurso que la LPAP no puede ampararse en la competencia atribuida al Estado por el artículo 149.1.1ª CE y que el derecho de ciudadanía que la LPAP creaba constituye materialmente unas “bases” o “legislación básica” de una vertiente de la Asistencia Social, como es la atención a la dependencia por lo que, se concluía, vulneraba el orden de competencias establecido en el artículo 148.1.20ª de la CE y  en los artículos 44.17 y 18 de la LORAFNA.


También se postulaba la inconstitucionalidad de determinados preceptos (el artículo 7.2 y el 10) que regulan el nivel de protección convenido como mejora del mínimo garantizado por el Estado ya que de estos, y por su relación con otros de la misma ley, resultaba el carácter obligatorio e impositivo de los propios convenios menoscabando la competencia exclusiva de la CFN en materia de Asistencia Social.


Se sostuvo en el recurso que el artículo 8.2 letra a) de la LPAP, en la medida en que atribuye al Consejo Territorial la competencia para establecer el marco de cooperación interadministrativa del nivel de protección convenido resulta inconstitucional por invadir la competencia exclusiva de Navarra en materia de Asistencia Social, de acuerdo con el artículo 44.17 y 18 de la LORAFNA, menoscabando la potestad auto-organizadora de la CFN respecto a sus propias Instituciones y Servicios.


El recurso estaba fundamentado, entre otras, en la idea de que todo lo que excede de esa regulación de la protección comprendida en el nivel mínimo sobrepasa el contenido primario del derecho, usurpando ilegítimamente las atribuciones legislativas de las Comunidades Autónomas y de la CFN.


3º.- El Gobierno de Navarra, con fecha 13 de marzo de 2007, interpuso, también, un recurso de inconstitucionalidad (nº 2250/2007) contra diversos artículos de la LPAP y entre ellos, contra los artículos 8.2.a), 10 y 32.3 párrafo segundo.


4º.- Por su parte, el Consejo de Navarra (expedientes números 7 y 8 de 2007) emitió, con fecha 21 de marzo de 2007, sendos dictámenes en los que consideraba inconstitucionales, en lo que al objeto de este informe se refiere, “…los artículos que integran el Título III en la medida en que estos últimos afectan al nivel de protección cooperativo…los apartados 3 y 4 del artículo 10… y el apartado 3 del artículo 32…que admiten interpretaciones que podrían ser lesivas de las competencias que corresponden a la CFN por lo que es aconsejable extender a ellos el recurso de inconstitucionalidad que, en su caso, decida interponerse”.


5º.- Con fecha 14 de Noviembre de 2007 se publicó, en el Boletín Oficial del Estado, el Acuerdo de la Junta de Cooperación entre la AGE y la CFN en relación con la LPAP, por el cual, tanto la una como la otra, se reconocen mutuamente sus respectivas competencias en relación con la LPAP (punto 1º), comprometiéndose el Gobierno de España a que la aplicación en Navarra de la LPAP se realice atendiendo a la especialidad de su régimen foral reconocido en la disposición adicional 2ª de la LPAP, en los términos establecidos en la disposición adicional primera de la CE  y en la LORAFNA ( punto 2º).


Los criterios acordados para la implantación de la LPAP en Navarra son los siguientes:

“ a) La AGE y la CFN podrán suscribir un Convenio para la implantación de la LPAP, atendiendo a los principios en ella establecidos, a la realidad social de Navarra y con respeto al régimen foral.

a) La CFN minorará la aportación que realiza al Estado en el importe que corresponda al nivel mínimo garantizado  y determinado por la normativa estatal por cada beneficiario residente en la Comunidad según su grado y nivel de dependencia y también participará en las dotaciones presupuestarias que destine la AGE para atender el coste derivado de la aplicación del nivel acordado en el marco de cooperación entre la AGE y las CCAA regulado en el artículo 10 de la LPAP mediante minoración en la aportación que realiza al Estado del importe que resulte por aplicación del índice de imputación vigente en cada ejercicio a las mencionadas dotaciones presupuestarias elevadas a nivel estatal. La financiación propia de la CFN será, para cada año, al menos igual a la de la AGE.”

El Gobierno de Navarra se comprometió, además, a llevar a cabo los trámites necesarios para promover el desistimiento ante el Tribunal Constitucional del recurso de inconstitucionalidad número 2250/2007.

De acuerdo con lo anterior el Gobierno de Navarra acordó solicitar el desistimiento del citado recurso que fue acordado por Auto nº 22/2008, de 22 de enero del Tribunal Constitucional.


El Pleno del Parlamento de Navarra en sesión celebrada el 13 de Diciembre de 2007 acordó también, desistir del recurso de inconstitucionalidad interpuesto por la Cámara, desistimiento que fue acordado por Auto del Tribunal Constitucional nº 79/2008 de 11 de marzo.


9.- Como se ha expuesto anteriormente, la disposición adicional octogésima cuarta de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2013, de la misma forma en que se había legislado para el año 2012, suspende la aplicación del segundo de los niveles de protección en que se organiza el Sistema para la Autonomía personal y atención a la dependencia: suspende la aplicación de los artículos 7.2, 8.2 a), 10 y 32.3 (primer párrafo) y de la disposición transitoria primera de la LPAP. 


Se trata de una suspensión temporal que afecta al segundo nivel de protección del sistema –al acordado entre la AGE y las CCAA-, procediéndose además a la eliminación de la correspondiente financiación que estaba comprometida por el Estado desde la aprobación de la LPAP (disposición transitoria 1ª LPAP).

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS.

En la petición de informe jurídico se plantean dos cuestiones.

La Junta de Portavoces solicita, por un lado, que se informe acerca de si las medidas suspensivas aprobadas vulneran las competencias de la CFN y, por otro, sobre si el Parlamento de Navarra puede adherirse a los recursos de inconstitucionalidad interpuestos por otras instituciones en esta materia. Seguidamente se van a abordar, por separado, cada una de las estas dos cuestiones.

1ª Acerca de si las medidas suspensivas de la aplicación de diversos preceptos de la LPAP vulneran las competencias de Navarra.

Ya se ha expuesto que la LPAP fue aprobada, por las Cortes Generales, con invocación de la competencia exclusiva que el artículo 149.1.1ª de la CE atribuye al Estado para la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales.

El Estado también ostenta competencias en materia de Seguridad Social: el artículo 41 de la CE obliga a los poderes públicos a mantener un régimen público de Seguridad Socia para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad especialmente en caso de desempleo ( la asistencia y prestaciones sociales serán libres) y el 149.1.17ª de la misma norma le atribuye la competencia exclusiva sobre la legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las CCAA.

En lo que se refiere a la materia de Asistencia Social, los artículos 49 y 50 de la CE establecen, respectivamente, que los poderes públicos realizarán una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e integración de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a los que prestarán la atención especializada que requieran y la ampararán especialmente para el disfrute de los derechos que el Título I de la CE otorga a a los ciudadanos y que garantizarán mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad y con independencia de las obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán sus problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio.

Como se ha expuesto en anteriores informes jurídicos, tanto la Seguridad Social como la Asistencia Social persiguen un mismo objeto –la protección social de las personas- lo que incluye también  a las que se encuentran en situación de dependencia.

El artículo 148.1.20ª CE, por su parte, prevé que las CCAA puedan asumir competencias en materia de Asistencia Social.

Este es el caso de la CFN a la que la LORAFNA atribuye (artículo 44 puntos 17 y 18)  la competencia exclusiva en materia de Asistencia Social y en las de desarrollo comunitario, políticas de igualdad, política infantil, juvenil y de la tercer edad.

La LORAFNA también atribuye a Navarra competencias en materia de Seguridad Social y en concreto en lo que se refiere al desarrollo legislativo y a la ejecución de la legislación básica del Estado, salvo sobre las normas que configuran el régimen económico de la Seguridad Social. También ostenta la Comunidad competencias sobre gestión del régimen económico de la Seguridad Social y en relación a la organización y administración de todos los servicios correspondientes a las materias indicadas, ejerciendo también la tutela de las instituciones, entidades y fundaciones relacionadas con las mismas  (artículo 54 LORAFNA).

El Parlamento de Navarra, como se ha expuesto, ha mantenido ante el Tribunal Constitucional que la atención a la dependencia “…en tanto que sub-materia encuadrada en la Asistencia Social”, es de la exclusiva competencia de Navarra, a tenor del orden de distribución competencial forjado por el bloque de constitucionalidad y al Estado, en principio, le está vedado intervenir en él…” y que en virtud de lo previsto en el artículo 40 de la LORAFNA, la CFN ostenta, con plenitud, la integridad competencial sobre la materia, comprendidas las potestades legislativa, reglamentaria, administrativa y revisora…” por ,lo que “…en relación con el tratamiento de la dependencia, le corresponde en exclusiva establecer los derechos prestacionales que estime pertinentes, su marco organizativo y su régimen financiero…” y que en cuanto “… a este último aspecto es determinante además la autonomía financiera de Navarra, configurada en torno al sistema de Convenio Económico. Dentro del marco previsto en la disposición adicional 1ª de la CE que “…ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales” destaca especialmente la autonomía financiera de Navarra que se articula en torno al Convenio Económico (artículo 45 LORAFNA) y al régimen espacial de relaciones entre la AGE y la CFN “…conforme a la naturaleza del régimen foral…” ( artículo 64 LORAFNA).

Como defendió el Parlamento de Navarra en el recurso de inconstitucionalidad al que se ha hecho referencia en los antecedentes de este informe, el Estado, con la LPAP “…ha condicionado el poder financiero de gasto de la CFN y ha limitado ilegítimamente sus competencias sobre Asistencia Social…” y más en concreto los artículos 10.4 y 32.3 y concordantes de la LPAP menoscaban la autonomía financiera de Navarra, en materia de gasto. Por ello se postuló su inconstitucionalidad.

 A este respecto se recuerda en el recurso la posición peculiar de Navarra y en concreto las previsiones del artículo 45 de la LORAFNA en el que se dispone que en virtud de su régimen foral, la actividad tributaria y financiera de Navarra se regulará por el sistema tradicional de convenio Económico, sin que una ley estatal distinta a la que está llamada a regular el poder financiero de Navarra venga a condicionarlo. 

En concreto, en el aspecto referido a los gastos se afirmaba que en los artículos 8.2.d), 10.4 y 32.3 de la LPAP “…se fija la financiación estatal y se condiciona y predetermina la autonómica que supuestamente debería acordarse de forma voluntaria para su plasmación en convenios entre el Estado y las CCAA…”. Para el Parlamento de Navarra no solo se condicionaba el contenido financiero de los convenios mediante mandatos estrictos de obligado cumplimiento “…con vulneración, en nuestro caso, de los artículos 149.1.1ª CE y 44.17, 64 y 65 de la LORAFNA, sino que además se menoscaba indebida e ilegítimamente  la autonomía financiera de la Comunidad Foral de Navarra con infracción de lo dispuesto en los artículos 156.1 CE y 45 de Amejoramiento”.

Para la Cámara y así se plasmó en el recurso de inconstitucionalidad interpuesto, la Asistencia Social y por tanto la atención a la dependencia es una materia de la competencia exclusiva de la CFN, y los convenios a los que se refiere la LPAP además de incurrir en limitación ilegítima de la autonomía financiera de Navarra se ponen al servicio de una recuperación por el Estado de competencias que no le corresponden en materia de Asistencia Social menoscabando las que sobre dicha materia ostenta la CFN por lo que en la medida en que incurren en tales excesos son inconstitucionales los artículos 7.2, 10 y 32.3, entre otros, de la LPAP.

En el recurso se termina concluyendo que la práctica totalidad de la LPAP incurre en inconstitucionalidad aunque la concreta impugnación se contrajera a determinados preceptos a la vista de la voluntad manifestada por el Parlamento de Navarra, quien  decidió no impugnar algunos de ellos.

Como se ha expuesto, la suspensión a la que se refiere este informe se contrae a los siguientes preceptos: al artículo 7.2  de la LPAP que se refiere al nivel acordado de protección que se suscriba entre la AGE y las CCAA; al 8.2 a) que atribuye al Consejo Territorial la facultad de acordar el marco de cooperación al que se refiere dicho nivel intermedio; al artículo 10 que se refiere al marco de cooperación acordado en el seno del Consejo Territorial que se desarrollará mediante convenios entre la AGE y cada una de las Comunidades Autónomas ( apartado 1), a los convenios entre la AGE y las CCAA en los que se acordarán los objetivos, medios y recursos para la aplicación de los servicios y prestaciones recogidos en el Capítulo II del  Título, incrementando el nivel mínimo de protección fijado por el Estado de acuerdo con el artículo 9 ( apartado 2), al Consejo Territorial del SAAD que establecerá los criterios para determinar la intensidad de protección de cada uno de los servicios previstos en el Catálogo, y a la compatibilidad o incompatibilidad entre los mismos, para su aprobación por el Gobierno mediante real decreto (apartado 3), así como a la financiación que corresponde a cada Administración para este nivel de prestación que se establecerá en dichos Convenios (apartado 4), en los términos establecidos en el artículo 32 y en la Disposición Transitoria Primera de la LPAP.

Para el Parlamento de Navarra de lo dispuesto en los preceptos citados, que  relaciona con otros de la ley, resulta el carácter obligatorio e impositivo de los propios convenios y de parte sustancial de su contenido, lo cual menoscaba la competencia exclusiva de Navarra en materia de Asistencia Social, ya que un organismo externo a  Navarra, el Consejo Territorial del Sistema de  Atención a la Dependencia establece el marco de cooperación a que se han de sujetar los Convenios entre Navarra y el estado. Por ello para el Parlamento de Navarra, los artículos 7.2 y 10 incurrían en inconstitucionalidad.


Para la Cámara también incurría en inconstitucionalidad el artículo 8.2.a) porque absorbe estrictas facultades de la CFN al atribuir  al Consejo territorial la competencia para establecer el marco de cooperación interadministrativa y los criterios para determinar la intensidad de las prestaciones y los servicios del nivel de protección convenido ( artículo 7.2 y 10).

En el recurso interpuesto el Parlamento de Navarra sostuvo básicamente que todo lo que excede de la protección comprometida en el nivel mínimo sobrepasa el contenido primario del derecho usurpando lasa atribuciones legislativas de las CCAA y de la CFN en particular

Ya se ha expuesto que este informe está referido al llamado nivel convenido o acordado entre el Estado y las CCAA.

También se ha expuesto como la AGE y la CFN, en el seno de la Junta de cooperación, llegaron a un acuerdo en el que se reconocían mutuamente sus respectivas competencias en relación con la LPAP comprometiéndose el Gobierno de Navarra a retirar el recurso de inconstitucionalidad interpuesto contra dicha norma legal, lo que efectivamente hizo.

En el mismo acuerdo se contemplaba la posibilidad de que la AGE y la CFN suscribieran un convenio para la implantación de la LPAP en Navarra. Un convenio que, sin embargo no ha sido suscrito –así se nos ha informado desde el Departamento de Políticas Sociales del Gobierno de Navarra-, porque no se ha considerado necesario para el caso de Navarra, en el que las relaciones se remiten  a lo dispuesto, con carácter general en el Convenio Económico suscrito por la  Comunidad y el Estado.

Así la disposición adicional novena del vigente Convenio Económico entre Navarra y el Estado establece que “La aplicación a Navarra de las disposiciones de carácter financiero para la configuración del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia…se determinará por aplicación de lo previsto en los Acuerdos de la Comisión Coordinadora”.

El artículo 28 de la LOTC establece que “Para apreciar la conformidad con la Constitución de una ley, disposición o acto con fuerza de ley del Estado o de las Comunidades Autónomas, el Tribunal considerará, además de los preceptos constitucionales, las Leyes que, dentro del marco constitucional, se hubieran dictado para delimitar las competencias del Estado y las diferentes Comunidades Autónomas o para regular o armonizar el ejercicio de las competencias de estas.”

El objeto de este informe lo constituye la posible inconstitucionalidad de la suspensión de la aplicación de unos preceptos de la LPAP cuya posible inconstitucionalidad fue planteada ante el Tribunal Constitucional por el Parlamento de Navarra. El recurso fue posteriormente retirado gozando dichos preceptos de la presunción de constitucionalidad de la que gozan todas las leyes y disposiciones con fuerza de ley.

Esta petición incluye la de la posible inconstitucionalidad de la suspensión de las aportaciones estatales (artículo 32.3 y disposición adicional 1ª de la LPAP).

Sin embargo, a juicio de la que suscribe y teniendo en cuenta los antecedentes a los que se ha hecho referencia en este informe resulta difícil concluir que la suspensión de la aplicación de los preceptos citados invada las competencias de la CFN, fundamentalmente porque prácticamente todos los artículos suspendidos fueron considerados en su momento inconstitucionales por el Parlamento de Navarra precisamente porque su aprobación vulneraba las competencias de la Comunidad. Así se expuso en el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Parlamento de Navarra y también, aunque en menor medida, en los informes del Consejo de Navarra. Y ello con independencia del Acuerdo al que se llegó en la Junta de cooperación, al que se ha hecho referencia con anterioridad.

Además, como se ha expuesto, la CFN no ha suscrito convenio alguno con la AGE y la aplicación a Navarra de las disposiciones financieras para la configuración del SAAD está previsto que se determinen por aplicación de lo que se acuerde en la Comisión Coordinadora del Convenio Económico suscrito entre el Navarra y el Estado.

Otra cuestión diferente es que la suspensión del compromiso de financiación inicialmente asumido por el Estado en la disposición transitoria 1ª  de la LPAP según la cual la AGE estaba comprometida a establecer anualmente en sus presupuestos ( para los años 2007 a 2015) los créditos suficientes para la celebración de los convenios con las administraciones de las CCAA de acuerdo con lo establecido en el artículo 10 de la ley, incumpla los fundamentos que justificaron la aprobación por las Cortes Generales de la LPAP que, como se ha expuesto, están recogidos en su exposición de motivos y que perseguían el establecimiento de un marco estable de recursos para el SAAD, asumiendo el Estado la obligación de intervenir para garantizar ese marco estable y la nueva modalidad de protección social que establece la LPAP y que estaba dirigida a ampliar y complementar la acción protectora del estado y del Sistema de Seguridad Social.

Con esta decisión unilateral adoptada por las Cortes Generales no se respetan los compromisos de actuación conjunta y de coordinación y cooperación entre las distintas instituciones concernidas a que hace también referencia la exposición de motivos de la LPAP.

La LPAP pretendía desarrollar un modelo innovador basado en la  cooperación interadministrativa y en el respeto a las competencias de las CCAA, pero ni lo uno ni lo otro salen bien parados de la decisión, que motiva la emisión de este informe, desde el momento en que la cooperación se sustituye por una decisión unilateral –aunque sea acordada por el legislativo estatal- vulnerándose también el principio de lealtad constitucional que aunque no esté incluido en una norma para el caso de Navarra, subyace y es consustancial al sistema autonómico del Estado español. Un principio –el de lealtad constitucional- que implica la obligación de ejercer las competencias propias de manera que no resulten afectadas o condicionadas, de forma inadecuada, las de las demás instituciones del Estado autonómico. En este sentido el Tribunal Constitucional ha considerado que todos los poderes públicos deben observar en el sistema autonómico, un deber recíproco de apoyo y mutua lealtad, concreción, a su vez, del más amplio deber de fidelidad a la Constitución y que implica que tanto el Estado como las CCAA se deben abstener de adoptar decisiones o realizar actos que perjudiquen o perturben el interés general y tengan, por el contrario, en cuenta, la comunidad de intereses que les vinculan entre sí sin que pueda resultar disgregada o menoscabada como consecuencia de una gestión insolidaria de  los propios intereses (STC 64/1990).

Pero el hecho de que se hayan producido estos incumplimientos, aunque sean transitorios, de los compromisos de financiación – se ha aprobado una ley que los ampara-  no supone, a juicio de la que suscribe, que existan argumentos suficientes para postular la interposición de un recurso de inconstitucionalidad contra la disposición octogésima cuarta de la Ley 17/2012, de 27 de Diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2013, sobre todo, como se ha expuesto, a la vista de los antecedentes existentes.

2ª Sobre la posibilidad de que el Parlamento de Navarra pueda adherirse a los recursos de inconstitucionalidad interpuestos por otras instituciones en esta materia.


El artículo 161 de la CE establece la competencia del Tribunal Constitucional, con jurisdicción en todo el territorio del Estado, para conocer, entre otros, del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza  de ley.

Para interponer el recurso de inconstitucionalidad están legitimadas, entre otras instituciones, las Asambleas legislativas de las CCAA (artículos 162.1.a) CE y 32.2 LOTC). También  lo está el Parlamento de Navarra conforme a lo establecido en el artículo 213 del Reglamento del Parlamento de Navarra.

El recurso de inconstitucionalidad se presentará en el plazo  de tres meses a partir de la publicación de la ley, disposición o acto con fuerza de ley (artículo 33 LOTC).

La Ley 17/2012, de 27 de Diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013, que suspende la aplicación de los preceptos citados y de la disposición transitoria 1ª de la LPAP cuyo análisis es objeto de este informe, fue publicada en el Boletín Oficial del Estado número 312 de 28 de Diciembre de 2012. Por lo tanto el plazo para su posible impugnación finalizó el 28 de marzo de 2013.

La LOTC no contempla la posibilidad de que una institución legitimada para interponer un recurso de inconstitucionalidad se pueda adherir al interpuesto por otras. Además las razones en las que puedan fundarse las distintas impugnaciones pueden ser y serán diferentes, en función del sujeto legitimado que las presente ya que uno de los parámetros que hay que tener en cuenta para enjuiciar la posible inconstitucionalidad de una norma con rango  de ley lo constituyen los diferentes Estatutos de Autonomía que, como es sabido, no contienen en todos sus aspectos las mismas previsiones. Esta diferencia es aún más notoria en el caso de Navarra, por su régimen foral.

No obstante lo anterior el efecto que quizás pudiera pretenderse con la adhesión que se plantea –una declaración general sobre la constitucionalidad de una norma legal- puede obtenerse de todas formas porque las Sentencias del Tribunal Constitucional que se puedan dictar al resolver los recursos interpuestos por otras instituciones que se publicarán en el Boletín Oficial del Estado tienen, tal como dispone el artículo 164 CE valor de cosa juzgada a partir del día siguiente al de su publicación (no cabe recurso alguno contra ellas) y las que declaren la inconstitucionalidad de una ley o de una norma con fuerza de ley y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho tienen efectos frente a todos.

A este mismo efecto hace referencia el artículo 38 LOTC en el que se establece que las sentencias dictadas en recursos de inconstitucionalidad tendrán el valor de cosa juzgada, vincularan a todos los poderes públicos y producirán efectos generales desde la fecha de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

III. conclusiones.

1ª.- La que suscribe no considera que las medidas suspensivas de la aplicación de diversos preceptos de la Ley de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia ( LPAP) previstas en la disposición adicional octogésima cuarta de la Ley 17/2012, de 27 de Diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013, vulneren las competencias de la Comunidad Foral de Navarra tal como se ha expuesto en el fundamento jurídico 1º de este informe  a la vista de los antecedentes a los que se ha hecho referencia.

Además hay que tener en cuenta que la Comunidad Foral de Navarra no ha suscrito convenio alguno con la AGE para la aplicación de la LPAP en Navarra, tal como se ha informado desde el Departamento de Políticas Sociales del Gobierno de Navarra y que los aspectos financieros para la configuración del Sistema de Atención a la Dependencia en Navarra se determinarán por aplicación de lo previsto en los acuerdos de la Comisión Coordinadora del Convenio Económico suscrito entre Navarra y el Estado.

2º.- No obstante lo anterior, dicha decisión adoptada de forma unilateral –aunque mediante ley aprobada por las Cortes Generales-, y en especial en lo que se refiere al párrafo primero del artículo 32, apartado 3 y a la disposición transitoria primera de la LPAP, que implican la suspensión de la financiación del nivel de protección del Sistema acordado entre la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas, no resulta acorde, a mi entender, con las razones que fundamentaron la aprobación de la LPAP, tal como se ha hecho referencia en este informe, ni tampoco con el principio de lealtad constitucional que implica la obligación de ejercer las competencias propias de manera que no resulten afectadas o condicionadas de forma inadecuada las de otras instituciones del Estado y en nuestro caso, las de la Comunidad Foral de Navarra.

3ª.-  Ni la Constitución ni la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de Octubre, del Tribunal Constitucional contemplan la posibilidad de que el Parlamento de Navarra pueda adherirse a los recursos de inconstitucionalidad interpuestos por otras instituciones contra normas con rango de ley, pero tanto la una como la otra establecen que las sentencias dictadas por el Tribunal Constitucional en recursos de inconstitucionalidad tienen el valor de cosa juzgada y efectos frente a todos y vincularán a todos los poderes públicos produciendo efectos generales desde la fecha de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Este es mi informe que someto a cualquier otro mejor fundado en Derecho.

Pamplona, 5 de Julio de 2013

La Letrada,

Nekane Iriarte Amigot

Conforme:

El Letrado Mayor,

Pablo Díez Lago.
